
 
 

 
 
 

 

Libertad de Expresión – Real Malicia - Información falsa – Libro – Persona 
Pública. 
 

Melo, Leopoldo Felipe y otros c/ Majul, Luis Miguel s/ daños y perjuicios, 
13/12/2011 

 
Antecedentes: 

 

Los actores, hijos y madre, respectivamente, de Leopoldo Jorge Melo, promovieron 

demanda contra el periodista Luis Majul, con el objeto de que se les reconozca una 

indemnización de daños y perjuicios en virtud de una información falsa respecto a las 

causas del fallecimiento de Melo, contenida en un  libro de su autoría, que les 

generaba un intenso perjuicio en el ámbito de relaciones privadas y en su vida social, 

y les provocaba un daño moral.  

Contra la decisión de la Cámara que estimó inaplicable la doctrina de la “real malicia” 

e hizo lugar a la demanda, se dedujo recurso extraordinario federal, cuyo rechazo dio 

lugar al recurso de hecho resuelto por el Tribunal. 

La Corte Suprema revocó la sentencia dictada por la cámara por considerar que ha 

tomado una decisión sin atender a las pautas que el Tribunal ha determinado al 

interpretar la libertad de expresión y prensa establecida en el art. 14 de la 

Constitución Nacional. 

En su voto, la Jueza Highton de Nolasco coincidió con la mayoría, con la salvedad de 

que a su criterio se encontraban en conflicto en el presente caso, por un lado, la 

libertad de expresión, información y prensa y, por el otro, el derecho a la honra o 

reputación. 

En su disidencia, los Jueces Lorenzetti, Maqueda y Zaffaroni consideraron que dado 

que la noticia falsa estaba claramente desvinculada de un asunto de interés público o 

general, para su reparación era suficiente la prueba de que el periodista demandado 

había obrado con “simple culpa”, lo cual había quedado demostrado. 
 

 Algunas cuestiones planteadas: 

 
a) Libertad de expresión – Honor - relaciones privadas y sentimientos - 

Responsabilidad. (Mayoría: Considerandos 10, 13, Disidencia de los jueces Lorenzetti, Maqueda y Zaffaroni,  

Considerando 15). 

b) Libertad de expresión – Fuentes - responsabilidad (Mayoría, Considerandos 9° a 12, Voto de la 

Jueza Highton de Nolasco, Considerando 12, Disidencia de los jueces Lorenzetti, Maqueda y Zaffaroni,  Considerando 12). 



 
 

 
 
 

c) Real Malicia – Ámbito de aplicación - Figura pública – Interés público (Mayoría: 

Considerando 14, Voto de la Jueza Highton de Nolasco, Considerandos 16 y 17, Disidencia de los jueces Lorenzetti, Maqueda y 

Zaffaroni,  Considerando 14) 

c) Real Malicia – Ámbito de aplicación - Libro (Mayoría: Considerando 16, Voto de la Jueza Highton de 

Nolasco, Considerando 18, Disidencia de los jueces Lorenzetti, Maqueda y Zaffaroni,  Considerando 14). 

 

Estándar aplicado por la Corte: 

- Cuando un órgano periodístico difunde una información que podría tener entidad 

difamatoria para un tercero, no ha de responder por ella en los supuestos en que 

omita revelar la identidad de los presuntamente implicados, o utilice un tiempo de 

verbo potencial o, por fin, propale la información atribuyendo directamente su 

contenido a la fuente pertinente. 

- Si bien no se trata estrictamente de una lesión al honor o la reputación, nada 

obsta que se utilicen los estándares diseñados para examinar dichos tópicos en el 

caso de invocarse el perjuicio en el ámbito de las relaciones privadas y de los 

sentimientos, frente a la libertad de prensa, sobretodo porque este caso tiene con 

ellos un punto en común como es el origen del daño: la propalación de la noticia 

falsa. 

- Corresponde aplicar la doctrina de la “real malicia” a personas que, sin ser 

funcionarios públicos estaban íntimamente involucradas en la resolución de 

importantes cuestiones públicas o, por razón de su fama tenían gran influencia en 

áreas que preocupan, importan o interesan a toda la sociedad.  

- La doctrina de la “real malicia” se refiere a datos no veraces propalados por la 

prensa escrita, oral o televisiva, sin establecer salvedad alguna. 

 
Texto del fallo: 

Dictamen del Señor Procurador General de la Nación  
 
Suprema Corte: 
-1- 
La Sala "1", de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, confirmó la sentencia de primera 
instancia en cuanto admitió parcialmente la excepción de falta de legitimación activa interpuesta por el 
demandado y desestimó la defensa de prescripción, revocándola, en cambio, respecto del rechazo de 
la demanda incoada por los actores (v. fs. 433/440 vta.). 
Se trata en autos de una acción interpuesta por los hijos y por la madre de Leopoldo Jorge Melo o 
Posse Melo, contra Luis Majul, por los daños y perjuicios que dicen haber sufrido con motivo de que 
en el libro de su autoría, titulado "Los nuevos ricos de la Argentina - Tiburones al acecho", en la parte 
dedicada al periodista Julio Ramos y al diario Ámbito Financiero, en el contexto de cuestiones 
relacionadas con la composición del capital del diario y sus transferencias entre quienes lo 
conformaron, se incluye el siguiente párrafo: "El cuarto fue Posse Mela. Posse entró en un cuadro 
depresivo al tiempo de haber sido convencido por Ramos de que lo mejor era venderle su parte a un 
precio módico. Más adelante se suicidó". 
-11- 
Contra el citado pronunciamiento, el demandado interpuso el recurso extraordinario de fs. 444/494 vta., 
cuya denegatoria de fs. 501, motiva la presente queja. 
Sostiene, en primer lugar, que el régimen legal no permite accionar a los familiares de una persona 
fallecida con motivo de una supuesta afectación al honor del difunto, y reprocha que el juzgador ha 
creado por vía jurisprudencial una acción legalmente no prevista a fin de posibilitar este reclamo. 
Invoca la violación de disposiciones de la Carta Fundamental y tratados de jerarquía constitucional, 



 
 

 
 
 

que prohíben la creación de una restricción a la libertad de expresión por vías distintas al dictado de 
una ley por el Congreso de la Nación. 
Con sustento en el segundo párrafo del artículo 1078 del Código Civil, en cuanto dispone que “••• La 
acción por indemnización del daño moral sólo competirá al damnificado directo... " puntualiza que 
éste, eventualmente, habría sido el ya fallecido Posse Melo, mientras que los actores podrían 
considerarse, en el mejor de los casos, como damnificados indirectos. 
Expresa que también carecen de acción por violación al derecho a la intimidad, pues este derecho, se 
refiere a la propia vida privada, y por cercana que resulte una tercera persona en los sentimientos o en 
el parentesco, el espacio de la intimidad no se confunde entre una y otra persona. Agrega que la 
afirmación de los actores en el sentido de que lo publicado es falso, es incompatible con todo reclamo 
al derecho a la intimidad, que requiere que los hechos dados a publicidad sean ciertos. 
Afirma que la sentencia debe ser dejada sin efecto porque se aparta del ordenamiento jurídico vigente, 
contradice lo dispuesto por normas constitucionales (arts. 14 y 28 de la C.N.) y por tratados 
internacionales (arts. 13 y 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y arto 19 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), y porque la confirmación de la sentencia 
impugnada generaría responsabilidad internacional para el Estado Argentino por las razones antes 
señaladas. 
Alega, sobre la base de lo expuesto, que si el legislador se ha expedido con claridad y sin rodeos 
sobre la cuestión, el juez no puede apartarse de la solución legal, bajo riesgo de sustituir el criterio de 
aquél por el suyo propio.  
Con respecto a la doctrina de la real malicia, critica que el sentenciador haya entendido que no resulta 
aplicable a las expresiones incluidas en libros, y asevera que la Cámara se apartó de los precedentes 
de la Corte Suprema sobre la materia. La esencia de la doctrina -sostiene- es evitar la autocensura de 
los participantes del debate público, ya que, dado que ninguna empresa humana está libre de error, 
siempre existirá la posibilidad de que se dé por cierta alguna información errada. 
Frente a la argumentación del sentenciador en orden a que Leopoldo Jorge Melo no puede ser tenido 
como persona pública para la utilización de esta doctrina, replica que, en tanto periodista y fundador 
de un medio masivo de comunicación de alcance nacional y de notoria influencia sobre la marcha 
económica y financiera del país, fue indudablemente una figura pública y, por lo tanto, se hallaba 
expuesto a que se publicaran informaciones erróneas sobre su persona. Alega que su condición de 
figura pública fue reconocida por los propios actores al absolver posiciones (fs. 155 y fs. 157), por lo 
que, conforme al artículo 423 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debe asignársele el 
carácter de plena prueba a la confesión judicial. 
Aduce que, aún si Posse Melo no fuera figura pública, el hecho, de todos modos, guardaría relación 
con un acontecimiento de interés público, ya que Majul lo incluye al señalar que Melo se suicidó tras 
vender en forma inconveniente sus acciones a Julio Ramos, luego de un cuadro depresivo. Insiste en 
que lo agravia la restricción indebida a la libertad de expresión y señala, con cita de doctrina y 
jurisprudencia, el papel preponderante que los constituyentes y la Corte Suprema le han otorgado a 
este derecho. Pone de resalto la investigación diligente y cuidadosa que Majul y su equipo llevaron a 
cabo, y enfatiza insistentemente que al menos tres fuentes diversas y confiables dijeron a Majul y a 
sus investigadores que el señor Posse Melo se había suicidado. 
Se agravia, además, por violación del derecho de defensa en juicio, reprobando que el juez, a fs. 
182/184, sin petición de parte y sin que se presentara ninguna circunstancia novedosa en autos, 
decidió incorporar oficiosamente las historias clínicas de Leopoldo Jorge Melo al expediente. Afirma 
que ello cambió el eje del litigio, ya que sus defensas se habían encaminado a demostrar que los 
actores no podían pretender una indemnización si no probaban la supuesta falsedad de la información 
sobre la que basaban el reclamo. Dice que con ello se lo privó, en los hechos, de ofrecer pruebas 
referidas a las historias clínicas agregadas, y de la posibilidad de evaluar la conveniencia de consultar 
con las fuentes periodísticas que proporcionaron el dato cuestionado, si estarían dispuestas a 
comparecer a juicio.  
-111- 
En primer lugar, estimo que existe cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria en los 
términos del inciso 3° de la ley 48, toda vez que se ha cuestionado la inteligencia de cláusulas de la 
Constitución Nacional y de tratados internacionales con jerarquía constitucional, y la decisión 
impugnada es contraria al derecho que los recurrentes pretenden sustentar en aquéllas. Corresponde, 
asimismo, tratar en forma conjunta los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del 
pronunciamiento en la consideración de argumentos planteados en la causa, así como en la 
interpretación de la doctrina de V.E., pues a ello se imputa la directa violación de los derechos 
constitucionales invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre 
sí (v. doctrina de Fallos: 327:789, entre otros). 
-IV- 
Para mayor claridad expositiva primero descartaré algunos agravios para abordar las cuestiones 
federales involucrados con mayor detenimiento. En primer término los agravios referidos a la 
legitimación de iure propia de los actores para iniciar el reclamo remiten al estudio de cuestiones de 
derecho común, procesal y fáctico, ajenas -salvo arbitrariedad- al recurso del artículo 14 de la ley 48; y 
la sentencia ha dado suficiente fundamento sin que se advierta dicha tacha (ver en particular fojas 
436/437). 



 
 

 
 
 

Por idénticas razones, tampoco puede prosperar el recurso en lo relativo al agravio a la defensa en 
juicio que, según alegó el peticionante, habría surgido de la medida para mejor proveer dispuesta por 
el Juez de Primera Instancia.  
Centra su discusión el recurrente en normas de derecho procesal común y reitera argumentos que, 
oportunamente, recibieron respuesta por parte del a qua, sin que,  por otra parte, alegara la 
inconstitucionalidad de las normas que regulan la producción de medidas para mejor proveer. 
Finalmente la cuestión principal debatida en el presente expediente es el alcance y los límites del 
derecho a la libertad de prensa. 
-v- 
En reiterados precedentes, V.E. ha establecido que la función de la prensa en una república 
democrática consiste, entre otros objetivos fundamentales, en informar tan verídica y objetivamente al 
lector como sea posible. Tiene no sólo el deber de ser espejo de la realidad sino también de 
interpretarla, formando y expresando a la opinión pública (Fallos: 321 :3170, voto del juez Fayt). 
Dentro de este marco, el ejercicio del derecho a la libertad de prensa ocupa, en consecuencia, un 
lugar eminente y exige una particular cautela cuando se trata de reducir responsabilidades por su 
desenvolvimiento (Fallos: 321 :667, 2637, 3170). 
Sucede que justamente el derecho a la libertad de expresión puede, en determinadas circunstancias, 
entrar en colisión con otros derechos -como el honor y la intimidad- que, del mismo modo, merecen 
una amplia protección. En estos casos, se hace necesario analizar los alcances y límites de todos los 
derechos en pugna, y ponderar cuidadosamente cuál debe prevalecer. 
En el caso sub examine, el recurrente cuestiona, en lo principal, el alejamiento del Tribunal a qua de 
las reglas que en ayuda de dicha labor de armonización del ejercicio de estos derechos V.E. ha 
adoptado, es decir, la llamada doctrina de la real malicia (Fallos: 310:508, 314:1517 y 319:3428; entre 
otros). 
-VI- 
En primer lugar, cabe recordar que la Cámara se apartó de las reglas de la real malicia en el 
entendimiento de que la doctrina se utilizaría para analizar la eventual responsabilidad de la prensa 
sea oral, escrita o televisiva y no a los libros, puesto que -afirmó- "... en éstos el autor cuenta con 
tiempo y elementos suficientes para meditar y revisar lo que escribe". 
En este sentido, adelanto mi parecer en el sentido de que lo resuelto por el a quo es incompatible con 
lo establecido por V.E. en la elaboración de dicha doctrina. En principio, considero que la misma 
resultaría aplicable al caso, en razón del tipo de enunciados incluidos en el libro en cuestión. En 
efecto, y tal como expuse en la causa P. 2297 L. XL. "Patitó, José Ángel y otro c/Diario La Nación y 
otros", en la que dictaminé el 11 de abril pasado -y a cuyos fundamentos me remito por razones de 
brevedad-, la real malicia es una ponderación de los intereses del honor y la libertad de prensa, según 
la cual, por razones de diseño de política constitucional, las reglas del derecho civil de daños no se 
aplican, aunque haya existido un daño efectivo al honor, si esa aplicación puede perjudicar el margen 
del ejercicio futuro de la libertad de prensa. 
Justamente, con la doctrina de la real malicia se busca proteger la cantidad más amplia de libertad de 
expresión posible, aun cuando, por cierto, en algunas oportunidades afirmaciones falsas queden sin 
ser indemnizadas. La importancia de la regla radica en evitar la autocensura o, dicho de otro modo, en 
no desalentar a los medios de realizar afirmaciones que, al momento de la publicación, consideran 
razonablemente ciertas (y que podrían efectivamente serlo). 
Ahora bien, y como adelanté, la doctrina de la real malicia sólo es aplicable en casos en los que está 
en juego una aseveración -falsa- de tipo histórico, es decir, cuando se atribuye un hecho cuya mera 
existencia pone en duda la honorabilidad de alguna persona. Por el contrario, V.E. ha sostenido que 
las opiniones sobre cuestiones públicas no pueden ser limitadas casi de ninguna manera y que, en 
consecuencia, están amparadas por una garantía de total indemnidad. Así lo acabo de sostener en mi 
reciente dictamen emitido en autos B. 1938 L. XL "Bergés, Mariano Osvaldo c/Editorial Amfin" del 6 de 
noviembre del corriente año. 
Consecuentemente, y tal como se desprende de lo resuelto por V.E. en el precedente "Morales Solá" 
publicado en Fallos: 319:2741, la doctrina de la real malicia no podía ser dejada de lado 
arbitrariamente por la circunstancia de que las afirmaciones cuestionadas en la causa hayan estado 
incluidas en un libro.  
Principalmente, la Cámara no podría haberse apartado de tales reglas, toda vez que las afirmaciones 
relativas al modo y las circunstancias que habrían determinado la muerte de una persona contienen, 
sin dudas, un sustrato fáctico.  
Ello implicaba, necesariamente, por parte de la Cámara, un análisis posterior orientado a determinar la 
correspondencia entre esas afirmaciones y la realidad y la averiguación de cuál había sido el estado 
subjetivo del autor acerca de la veracidad de esas afirmaciones. En efecto, y tal como expuse en mi 
dictamen "Patitó" al que hice referencia, sólo se verifica la "real malicia" que genera el deber de 
reparar si ex ante, es decir, al momento de publicar la noticia se conocía la falsedad de la información, 
o si se desconsideró temerariamente su posible falsedad. 
En relación con esto último, corresponde hacer todavía una aclaración, habida cuenta de que el caso 
en examen encierra una particularidad.  
En primer lugar, las frases cuestionadas se incluyeron en un libro que relata el desenvolvimiento 
laboral de cuatro empresarios y el modo en que habrían generado sus riquezas. Más precisamente, la 
referencia a Melo se inserta en el marco del capítulo destinado a Julio Ramos y por medio de ella se 



 
 

 
 
 

intenta conectar, de alguna manera, un supuesto suicidio de aquél, con la venta de sus acciones del 
diario Ámbito Financiero a Ramos. 
Ocurre que, en virtud de la inclusión en el expediente de la historia clínica de Melo, el Tribunal a quo 
tuvo por acreditado que la muerte de aquél se habría producido a causa de una cirrosis hepática y no, 
como manifestó el demandado, de un suicidio. 
En este sentido, cabe recordar que si bien se comprobó que, en efecto, la afirmación del recurrente no 
se correspondía con la realidad, la doctrina de la real malicia ampara, en principio, algunas falsedades 
en miras a la protección del interés prioritario que representa la comunicación de informaciones. La 
razón es clara: la doctrina intenta estimular el debate libre y desinhibido, como modo de garantizar un 
elemento esencial del sistema republicano democrático. Justamente, ello determina que la libertad de 
expresión no se agote en las meras afirmaciones verdaderas u opiniones. 
Sin embargo sucede que en este caso la información cuestionada no revestía, al momento de la 
publicación, interés público urgente y, en consecuencia, ello generaba la obligación de emplear mayor 
diligencia al momento de verificar su correspondencia con la realidad. En efecto, el episodio relatado 
consistía, básicamente, en un negocio entre partes privadas, que no resultó ser conveniente para el 
vendedor, lo cual habría motivado el suicidio de éste tras un proceso depresivo, y ello 
aproximadamente diez años después de ocurrido el negocio (aunque ello no fue informado en la 
publicación, que sólo relató la relación temporal entre los hechos y el suicido con la expresión "tiempo 
después se suicidó"). A su vez, la publicación del libro tuvo lugar cinco años después de la muerte de 
Melo, es decir, alrededor de quince años más tarde del suceso que constituía el núcleo del relato 
cuestionado. 
Es decir, en estos supuestos, por no tratarse de información cuya publicación inmediata -luego de 
obtenida- pudiera ser calificada como esencial para la vida política, social o institucional, la diligencia 
requerida -para cumplir al menos con el estándar de prudencia de no haberse comportado de manera 
temerariamente desconsiderada- resulta ser bien diferente a la requerida en los casos habituales de 
real malicia. En efecto, el fundamento del deber de tolerar lesiones al honor provocadas por 
afirmaciones de hecho falsas se vincula con una serie de factores. Uno de ellos radica en la 
preferencia de arriesgar que salgan a la luz informaciones cuya certeza absoluta no puede ser 
alcanzada al momento de la publicación, en tanto el beneficio que la sociedad obtendría (perspectiva 
prospectiva) en caso de ser cierta la información supera el valor del perjuicio producido. 
Por este motivo, en los casos como el tratado aquí, en los que evidentemente la índole esencialmente 
privada de la cuestión, combinada con el escaso beneficio que -dado el tiempo que ya había 
transcurrido- cabría esperar de que la publicación no se demorara más, hace aumentar la exigencia, el 
estándar de diligencia debida que demuestre que el medio periodístico cumplió con el requisito de no 
haber actuado de manera "temerariamente desconsiderada". 
No se trata aquí de una modificación a la regla de la real malicia, que en sí permanece invariada. Se 
trata únicamente de interpretar, según las circunstancias de cada caso, cuáles son los niveles de 
prudencia exigidos por el parámetro subjetivo incluido en la regla de la real malicia. Esta 
interpretación, de hecho, ocurre en todo ámbito en el que se requiere el obrar diligente. Qué es lo que 
pueda ser considerado diligente depende, en gran medida de las circunstancias de hecho. Por 
ejemplo, frente a una situación de escaso riesgo, la prudencia requerida exigible es baja, mientras que 
el actuar en una situación extremadamente riesgosa implica que la diligencia debida sólo es satisfecha 
si se toman especiales recaudos.  
También los recursos de los que se dispone para conjurar el riego, en este caso para tomar una 
decisión: hacer una afirmación respecto de un hecho; hacen cambiar el nivel de prudencia requerida, 
como lo demuestra, justamente, la regla básica de la real malicia, en la que la urgencia por publicar 
hace descender el nivel de control requerido. 
En este aspecto no parecen arbitrarias las afirmaciones del Tribunal a qua al señalar que por haberse 
tratado de la publicación de un libro el autor contaba con el tiempo suficiente para meditar y revisar lo 
que escribía. En vista a la ponderación relatada supra, resulta claro que a diferencia de la premura 
con que diariamente cuentan otros medios de comunicación, en el caso de los libros, el autor cuenta 
con más tiempo para verificar que la información se adecue a la realidad. 
En este sentido, la Cámara consideró, además, poco diligente la inferencia realizada por el recurrente 
al haber atribuido el supuesto suicidio de Melo a la depresión que le habría ocasionado la venta -
ocurrida aproximadamente diez años antes de su muerte- de sus acciones del diario a Ramos. En 
efecto, señaló que en ese lapso otras circunstancias podrían haber influido en el alegado suicidio. 
Esta afirmación no parece en absoluto carente de lógica. 
En conclusión, si bien es correcto el agravio del recurrente acerca de que el a quo debió aplicar la 
doctrina de la real malicia aun tratándose de un enunciado incluido en un libro, las particularidades del 
caso señaladas no tornan arbitraria la afirmación del a quo respecto de la falta de diligencia empleada 
por el demandado. Ello es así en razón de que la exigencia de cuidado resulta mayor cuando falta un 
interés urgente en brindar la información y se dispone de un tiempo indeterminado para hacer las 
comprobaciones necesarias, sin que ello redunde en un decaimiento del grado de interés en la 
publicación de la información. 
En definitiva, más allá de que la Cámara decidiera no aplicar la doctrina de la real malicia, basada en 
la idea errónea de que ella no es aplicable a las informaciones dadas en libros, lo cierto es que la 
regla con la que resuelve el caso es compatible y armónica con la aplicación de la doctrina que 
explícitamente rechaza y, por lo tanto, más allá de la discrepancia en el nomen iuris que le haya dado 
a sus razonamientos, no se aparta de las reglas constitucionales acerca de la libertad de expresión. 



 
 

 
 
 

En cuanto a la regla de que la carga de la prueba de la disposición subjetiva no recaiga sobre el 
demandado, la sentencia tampoco resulta reprochable. 
En efecto, resultando probado que el extremo del suicidio no se correspondía con la realidad, surge ex 
re la atribución subjetiva, a quien afirma lo contrario, de no haber actuado diligentemente. 
Finalmente, el recurrente sostuvo que, según los parámetros sentados por V.E., Melo debería haber 
sido considerado una persona de carácter público y, en consecuencia, en la solución del conflicto de 
intereses que origina la presente contienda, merecía una protección débil frente a la que ostentan 
quienes no lo son. Sin embargo, aun en la hipótesis más favorable para el recurrente (es decir que 
efectivamente Mela podría ser considerada una persona pública), según las consideraciones que 
anteceden, el recurrente de todos modos no empleó la prudencia que las circunstancias del caso 
exigían, con lo cual el agravio carece de sustento. 
-VII- 
Por todo lo expuesto, opino que corresponde rechazar la presente queja y confirmar la sentencia. 
Buenos Aires, 8 noviembre de 2007. 
ESTEBAN RIGHI 
 
Fallo de la Corte Suprema: 
 
 Buenos Aires, 13 de diciembre de 2011 
Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la demandada en la causa Melo, Leopoldo Felipe y 
otros c/ Majul, Luis Miguel s/ daños y perjuicios”, para decidir sobre sus procedencia. 
Considerando: 
1º) Que los actores, Leopoldo Felipe Melo, Dolores María Melo y María Eugenia Posse, hijos y madre, 
respectivamente, de Leopoldo Jorge Melo, promovieron demanda contra el periodista Luis Majul, con 
el objeto de que se les reconozca una indemnización de daños y perjuicios. 
Que el reclamo tuvo origen en la información contenida en el libro titulado “Los nuevos ricos de la 
Argentina - Tiburones al acecho”, escrito por Majul. En la parte dedicada a Julio Ramos y a la creación 
del diario Ámbito Financiero, el libro hizo mención de Leopoldo Jorge Melo como uno de los socios 
fundadores y afirmó que se había suicidado. Concretamente, en la parte que según se alega afecta a 
los demandantes el libro dice: “(…) El cuarto fue Posse Melo. Posse entró en un cuadro depresivo al 
tiempo de haber sido convencido por Ramos de que lo mejor era venderle su parte a un precio 
módico. Más adelante se suicidó (…)”. 
Que los actores señalaron que Melo no se suicidó sino que falleció a raíz de una dolorosa 
enfermedad. Destacaron que la falsedad de la información les generaba un intenso perjuicio en el 
ámbito de relaciones privadas y en su vida social, y que la idea de la supresión de la vida por propia 
voluntad, ante las creencias religiosas de la familia, presentaba una carga emocional negativa, todo lo 
cual les provocaba un daño moral. 
2º) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala I, confirmó (fs. 433/440 vta.) la decisión 
de primera instancia en tanto había rechazado las defensas de falta de legitimación activa y de 
prescripción de la acción opuestas por el demandado y la revocó en cuanto había rechazado la 
demanda. Por tanto, condenó a Majul a pagar a los hijos de Leopoldo Jorge Melo la suma de $ 
30.000. 
3º) Que con respecto a la defensa de prescripción, la cámara sostuvo que el cómputo del plazo 
respectivo debía efectuarse desde que los demandantes tomaron conocimiento del daño invocado y 
que tratándose de una información contenida en un libro correspondía adoptar como punto de partida 
el día en que los ejemplares se pusieron a la venta en las librerías —4 de diciembre de 1997— y no la 
fecha en que finalizó la impresión de la obra. Añadió que si se computaban los 59 días en que el plazo 
había estado suspendido en razón de los trámites de la mediación —aspecto no controvertido entre 
las partes—, la demanda presentada en las dos primeras horas del 2 de febrero de 2000 ante el 
juzgado asignado por el Centro de Informática de la Cámara Civil, era tempestiva de conformidad con 
lo dispuesto por la doctrina plenaria del fuero civil. 
Que con referencia a la falta de legitimación activa de los actores hijos de Leopoldo Jorge Melo 
alegada por la parte demandada, la alzada señaló que era cierto que los derechos personalísimos se 
extinguían con la muerte de la persona; empero, ello no llevaba a admitir que si la conducta ofensiva 
ocurría después del fallecimiento de una persona, sus familiares se encontraran impedidos de invocar 
la afectación de un interés propio. Con relación a la madre de Leopoldo Jorge Melo, la cámara 
consideró que era correcta la aplicación del art. 1080 del Código Civil para negarle legitimación activa. 
4º) Que el tribunal a quo rechazó las críticas expuestas por el demandado referentes a la adopción de 
una medida para mejor proveer por parte del juez de primera instancia con el objeto de averiguar la 
causa de la muerte de Leopoldo Jorge Melo, pues estimó que se trataba de una facultad que tenía 
dicho juez para averiguar la verdad sobre aspectos controvertidos en el pleito, circunstancia que no 
causaba menoscabo al derecho de defensa del apelante en razón de que la parte había tenido la 
oportunidad de formular las observaciones que estimarac orresponder acerca del resultado de esa 
prueba. 
5º) Que en el plano sustancial, la cámara afirmó que de la historia clínica agregada en la causa surgía 
que Leopoldo Jorge Melo había fallecido como consecuencia de una cirrosis hepática, circunstancia 
que llevaba a concluir que la mención efectuada en el libro respecto de que aquél se había suicidado 
no se ajustaba a la verdad. Después de efectuar diversas consideraciones atinentes al derecho a la 
intimidad y a la importancia de la libertad de prensa, sostuvo que la doctrina de la real malicia era 



 
 

 
 
 

aplicable “a la prensa escrita, oral, televisiva, etc. y no a los libros, por entender que en éstos el autor 
cuenta con tiempo y elementos suficientes para meditar y revisar lo que escribe” (fs. 438 del 
expediente principal). A ello añadió que Leopoldo Jorge Melo no era una figura pública en los términos 
de la referida doctrina. Y señaló que, en cambio, resultaba de aplicación la doctrina del caso 
“Campillay” (Fallos: 308:789). 
Que por otra parte, el tribunal a quo expresó que Leopoldo Jorge Melo había fallecido unos diez años 
después de ocurridos los hechos relatados en el libro, por lo que había existido un tiempo más que 
suficiente para estudiar qué era lo que ha-bía pasado realmente en ese período y no rematar el tema 
diciendo “más adelante se suicidó”, pues en ese “más adelante” pudieron haber ocurrido diversas 
circunstancias después de su alejamiento de Ámbito Financiero que influyeran en la relación de 
causalidad entre ese hecho y el alegado suicidio (fs. 439). 
Agregó que el autor no había empleado la diligencia y el cuidado que el caso requería, por lo que su 
conducta era reprochable en los términos de los arts. 512 y 902 del Código Civil, y que el suicidio 
falsamente atribuido a Leopoldo Jorge Melo había implicado una introducción abusiva y gratuita en la 
intimidad de su familia, que le originó injustos padecimientos espirituales, alteración de su ritmo 
normal de vida e impotencia frente a una falsedad incontrovertible. 
6º) Que contra ese pronunciamiento, el demandado interpuso recurso extraordinario (fs. 444/494 vta., 
replicado a fs. 498/500) que fue denegado (fs. 501), lo cual dio lugar a la queja en examen. 
Que el apelante formuló los siguientes agravios: (a) según la ley argentina, nadie tiene derecho a 
demandar por el daño moral sufrido por una persona fallecida, a menos que ésta hubiera iniciado el 
reclamo (arts. 1078 y 1099 del Código Civil), por lo que los actores no tienen derecho a demandar 
como lo hicieron, aun cuando pueda ser cuestionable que la memoria del difunto quede sin protección 
frente a determinadas publicaciones; (b) la medida para mejor proveer dispuesta por el juez de 
primera instancia afectó la garantía de la defensa en juicio y la igualdad de las partes en el proceso; 
(c) la cámara desconoció la doctrina de este Tribunal según la cual la real malicia se aplica a las 
informaciones contenidas en los libros, tal como lo sostuvo en el precedente “Morales Solá”; (d) la 
cámara decidió arbitrariamente que Melo no era una figura pública, pues era periodista y fundador de 
un medio masivo de comunicación; (e) existe un interés público en la información involucrada, como 
es el nacimiento y desarrollo del diario Ámbito Financiero; (f) están probadas la seriedad y la diligencia 
con las que el autor trabajó en el libro, pues consultó tres fuentes independientes que coincidieron en 
la información sobre Leopoldo Jorge Melo; (g) los actores no alegaron ni probaron la verdadera causa 
del fallecimiento de Leopoldo Jorge Melo y sólo en virtud de la actividad oficiosa del juez de primera 
instancia —a la que calificó de indebida— pudo saberse la causa real; además, sólo  los familiares 
podrían tener acceso a la historia clínica de Melo, pero no Majul. 
7º) Que el recurso extraordinario es formalmente admisible en tanto controvierte la inteligencia que el 
tribunal apelado ha dado a las cláusulas constitucionales que protegen la libertad de expresión y la 
decisión ha sido contraria al derecho que la demandada fundara en ellas (art. 14, inc. 3º, de la ley 48; 
Fallos: 331:1530). 
Que en cuanto se dirige a controvertir el modo en que la cámara resolvió los planteos referentes a la 
falta de legitimación activa, al cómputo del plazo de prescripción y a la producción de pruebas como 
medida para mejor proveer, el recurso extraordinario es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil 
y Comercial de la Nación). 
8º) Que la sentencia apelada estimó inaplicable el principio de la real malicia, admitido por esta Corte 
como adecuada protección de la libertad de expresión. Ello habilita la intervención del Tribunal, en su 
competencia apelada, para examinar las razones en base a las cuales se negó la protección 
constitucional al demandado y también para decidir si la publicación por la que fue condenado merece 
o no la inmunidad que el art. 14 de la Constitución Nacional reconoce a la libertad de expresión y de 
prensa.  
9º) Que no se halla controvertida la falsedad de la información publicada por Majul en el libro “Los 
nuevos ricos de la Argentina - Tiburones al acecho” cuando refiere que Leopoldo Jorge Melo se 
suicidó, ya que las copias de la historia clínica adjuntadas por el Sanatorio Anchorena demuestran que 
aquél, en sus últimos días de vida, recibió un tratamiento por una cirrosis hepática (ver fs. 221/228). 
10) Que, como puede apreciarse, el daño alegado por los actores tuvo origen en la información 
ofrecida por Majul con relación a la causa del fallecimiento de Leopoldo Jorge Melo. 
Que debe precisarse, pues, si alguno de los estándares constitucionales fijados por este Tribunal 
resulta aplicable para resolver la cuestión sometida a su conocimiento, concretamente, el perjuicio en 
el ámbito de las relaciones privadas y de los sentimientos, alegado por los actores, frente a la libertad 
de prensa. Si bien, como se ve, no se trata aquí estrictamente de una lesión al honor o a la reputación, 
nada obsta a que se utilicen los estándares que esta Corte ha diseñado para examinar dichos tópicos, 
sobretodo porque este caso tiene con ellos un punto en común como es el origen del daño: la 
propalación de la noticia falsa. 
Que el primero de esos criterios constitucionales es la doctrina “Campillay” (Fallos: 308:789). Que por 
ello, cabe examinar, en primer lugar, si se encuentran cumplidos los recaudos del estándar fijado en 
dicha doctrina. En el caso de no hallarse cumplidos tales recaudos, deberá examinarse si se hallan 
reunidos los presupuestos que ha exigido este Tribunal para la aplicación de la doctrina de la real 
malicia. 
11) Que cabe recordar que en el precedente “Campillay” (Fallos: 308:789), este Tribunal sostuvo que 
“cuando un órgano periodístico difunde una información que podría tener entidad difamatoria para un 
tercero, no ha de responder por ella en los supuestos en que omita revelar la identidad de los 



 
 

 
 
 

presuntamente implicados, o utilice un tiempo de verbo potencial o, por fin, propale la información 
atribuyendo directamente su contenido a la fuente pertinente”. Así lo hizo, en el entendimiento de que 
tales exigencias constituyen requisitos propios de un enfoque adecuado a la seriedad que debe privar 
en la misión de difundir noticias que puedan rozar la reputación de las personas (conf. causa “Perini”, 
Fallos: 326:4285). 
Que con relación a la fuente, esta Corte afirmó que “cuando se adopta esta modalidad se transparenta 
el origen de las informaciones y se permite a los lectores relacionarlas no con el medio a través del 
cual las han recibido, sino con la específica causa que las ha generado” (conf. causas “Granada” 
Fallos:316:2394; “Acuña” Fallos: 319:2965; “Burlando” Fallos: 326:145 y “Perini” Fallos: 326:4285). 
Esa modalidad, que comporta un estándar de protección a los medios de difusión (Fallos: 326:145), 
permite que los afectados por la información resulten beneficiados, en la medida en que sus 
eventuales reclamos —si a ellos se creyeran con derecho— podrán ser dirigidos contra aquéllos de 
quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión” 
(conf. causas “Granada” Fallos: 316:2394, “Triacca” Fallos: 316:2416; “Ramos” Fallos: 319:3428; y 
“González, Adriana” Fallos: 327:3560). La información debe atribuirse a una fuente identificable y debe 
tratarse de una transcripción sustancialmente fiel o idéntica de lo manifestado por ella (conf. causa 
“Triacca” Fallos: 316:2416; “Espinosa” Fallos: 317:1448, “Acuña” Fallos: 319:2965 y “Menem” Fallos: 
321:2848). 
Que respecto de la utilización del modo potencial, su verdadera finalidad —señaló este Tribunal— 
“radica en otorgar la protección a quien se ha referido sólo a lo que puede ser, o no, descartando toda 
aseveración, o sea la acción de afirmar y dar por cierta alguna cosa, de manera que esa pauta no 
consiste solamente en la utilización de un determinado modo verbal —como el potencial— sino en el 
examen del sentido completo del discurso, que debe ser conjetural y no asertivo” (Fallos: 326:145 
y 4285). 
Que en lo que hace a la identidad, esta Corte ha dicho que cuando ella es omitida, se halla ausente la 
afectación a la reputación (Fallos: 316:2394). 
12) Que, como fácilmente puede advertirse, al publicar la información referente al fallecimiento de 
Leopoldo Jorge Melo, el demandado no cumplió con ninguno de los tres supuestos de la doctrina 
“Campillay”. En efecto, aquél permitió identificar claramente a Leopoldo Jorge Melo, más allá de que 
haya aludido literalmente a “Posse Melo”; no utilizó el modo potencial; y omitió citar la fuente 
pertinente. Con relación a esta última, si el demandado quería preservar su confidencialidad y no 
incurrir en responsabilidad por la publicación de una noticia que podría resultar falsa o inexacta, debió 
cumplir con alguno de los otros dos supuestos de la referida doctrina. 
13) Que una vez determinada la inaplicabilidad de la doctrina “Campillay”, correspondería definir si, 
para establecer la responsabilidad del demandado, la parte actora debió demostrar que actuó con lo 
que esta Corte ha denominado “real malicia”, es decir, con conocimiento de la falsedad o una grosera 
despreocupación al respecto. 
Que según ya se adelantó, se trata el presente caso de una demanda por daños ocasionados a la vida 
privada denunciada por la familia Melo, mediante la publicación de información falsa sobre las causas 
de la muerte del padre y cónyuge de los demandantes, colocándolo bajo la falsa apariencia de suicida, 
lo cual tuvo entidad para ocasionar una mortificación en los sentimientos del grupo, en los términos del 
art. 1071 bis del Código Civil. También se puso de resalto que tanto este tipo de casos como las 
demandas por difamación atribuyen ambas el daño a la publicación de información falsa, circunstancia 
que justifica un tratamiento similar por parte de los tribunales. 
Que en diversos precedentes, esta Corte ha establecido una doctrina constitucional en busca de 
articular la libertad de prensa y expresión, con los derechos de las personas a la preservación de su 
reputación. En tal sentido ha comenzado por advertir que no hay afectación alguna de la honra o 
reputación de las personas cuando se está frente a la publicación de meras opiniones o juicios de 
valor que no tienen un contenido informativo sobre otros hechos o circunstancias más allá del 
conocimiento que brindan sobre las ideas propias del autor. Por otro lado, ante publicaciones que sí 
hacen afirmaciones de hecho que tienen entidad para menoscabar la reputación de quien ha 
entablado la demanda, entonces corresponde hacer una distinción según que se trate esta última o 
bien de un funcionario o figura pública, o bien de un ciudadano privado. Cuando se trata el afectado 
de una persona incluida en la primera categoría, el Tribunal ha entendido que sólo se puede asegurar 
un ejercicio fluido y vigoroso de la libertad de palabra, si se limitan los factores de imputación —y la 
consiguiente responsabilidad civil de quienes hicieron la publicación como autores o medios— a 
aquellos que puedan ser alcanzados por el concepto de “real malicia” (dolo o grave e inexcusable 
negligencia), con exclusión de otros tales como la responsabilidad objetiva, presunciones de culpa o 
incluso faltas leves del deber de cuidado. Cuando, por el contrario, el sujeto afectado es un ciudadano 
privado, entonces la responsabilidad ha de establecerse de acuerdo con las reglas generales 
establecidas en el Código Civil. 
14) Que la posición asumida por la parte demandada se centró principalmente en dos líneas de 
defensa, a saber: a) la condición de figura pública que cabía asignar al fallecido Melo, para lo cual se 
aludió a sus actividades periodísticas y políticas, y b) la ausencia de dolo o grosero descuido en el 
comportamiento de Majul, a cuyo efecto se argumentó sobre su seriedad profesional, así como acerca 
de versiones sobre un posible suicidio de Melo. 
Que la primera determinación es insoslayable puesto que de ella (y no de que la información esté 
contenida en un libro) depende la aplicabilidad al caso de la doctrina que restringe la responsabilidad 



 
 

 
 
 

civil a los casos de “real malicia” o si, en cambio, se trataba de un particular sin una posición tal que le 
diese incumbencia en la esfera pública. 
Que a tal efecto, resulta necesario recordar los lineamientos dados por la Corte Suprema de los 
Estados Unidos al fallar en el caso “Gertz” (418 U.S. 323) en el cual recordó que la doctrina que exige 
“real malicia” fue sentada en “New York Times v. Sullivan (376 U.S. 254) y posteriormente extendidas 
en “Curtis Publishing Co v. Butts” (388 U.S 130) a demandas iniciadas por personas que, sin ser 
funcionarios públicos “estaban íntimamente involucradas en la resolución de importantes cuestiones 
públicas o, por razón de su fama tenían gran influencia en áreas que preocupan, importan o interesan 
a toda la sociedad” (418 U.S. 323, 337). 
Que asimismo, era menester recordar lo expuesto en el fallo “Gertz” en cuanto a que la necesidad de 
evitar la autocensura de quienes toman la palabra en torno a cuestiones públicas, si bien es un 
argumento central a favor de la doctrina, no constituía el único valor social protegido. También se 
ponderó, que los funcionarios públicos o las figuras públicas normalmente cuentan con un acceso 
significativamente mayor a los canales de comunicación y, por lo tanto, “tienen una oportunidad más 
realista de contrarrestar las falsedades que las personas privadas” (418 U. S. 323, 344). 
Que en tal sentido, se evaluó en ese fallo que los individuos que deciden buscar un puesto en el 
gobierno aceptan algunas consecuencias propias de ese involucramiento en las cuestiones públicas y 
que lo mismo sucede con aquellas otras clasificadas como figuras públicas, que rara vez llegan a ser 
tales sin que medie de su parte una acción dirigida con ese propósito, es decir, que “buscan participar 
en controversias públicas y convocan de este modo el comentario y la atención de la gente” (418 U.S. 
323, 345). 
15) Que cabe apuntar que los camaristas debieron tener en cuenta las directrices antes aludidas al 
examinar si Melo fue o no una figura pública y, en caso afirmativo, si se configuró un factor de 
imputación que cumpla con la exigencia de que el demandado haya actuado con conocimiento de la 
falsedad o grosero descuido. 
16) Que la lectura del fallo impugnado, demuestra que la alzada cerró toda posibilidad de estudiar 
estos extremos que resultan sustanciales para el adecuado tratamiento de la cuestión constitucional 
planteada, pues se limitó a afirmar de un modo dogmático que la doctrina de la “real malicia” se 
aplicaba a la prensa escrita, oral, televisiva, etc. pero no a los libros… porque en estos el autor cuenta 
con tiempo y elementos suficientes para meditar y revisar lo que escribe. 
Que tal interpretación no condice con la amplitud de la teoría receptada por este Tribunal, que al aludir 
a “real malicia” se refiere a datos no veraces propalados por la prensa escrita, oral o televisa, sin 
establecer salvedad alguna (ver fallos “Wolston v. Reader´s Digest Association” (443 U.S. 157) y 
“Morales Solá”, Fallos: 319:2741, donde la declaración ofensiva fue efectuada en libros). 
17) Que cabe concluir, que el a quo ha soslayado el examen constitucional que el caso exigía y que 
fue invocado por el autor del libro durante todo el pleito con el objeto de demostrar que la afirmación 
errónea publicada merecía inmunidad de conformidad con los términos de la doctrina de la real 
malicia. En consecuencia, la sentencia dictada por la cámara ha tomado una decisión sin atender a las 
pautas que esta Corte ha determinado al interpretar la libertad de expresión y prensa establecida en el 
art. 14 de la Constitución Nacional. Es en esa medida que el caso deber ser nuevamente fallado con 
pleno cumplimiento de los lineamientos trazados precedentemente. 
Por ello, oído el señor Procurador General de la Nación, se hace lugar a la queja, se declara admisible 
el recurso extraordinario y se revoca la sentencia apelada con los alcances indicados. Con costas. 
Devuélvase el depósito obrante a fs. 1. Notifíquese y, oportunamente, remítase. RICARDO LUIS 
LORENZETTI (en disidencia)- ELENA I. HIGHTON de NOLASCO (según su voto)- CARLOS S. FAYT 
- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JUAN CARLOS MAQUEDA (en disidencia)- E. RAÚL 
ZAFFARONI (en disidencia)- CARMEN M. ARGIBAY. 
 
VOTO DE LA SEÑORA VICEPRESIDENTA DOCTORA DOÑA ELENA I. HIGHTON de NOLASCO 
Considerando: 
Que la infrascripta coincide con los considerandos 1º a 9º del voto de la mayoría, a los que cabe 
remitir por razón de brevedad. 
10) Que, en primer término, corresponde precisar que los derechos que se encuentran en conflicto en 
el presente caso son, por un lado, la libertad de expresión, información y prensa y, por el otro, el 
derecho a la honra o reputación. 
Que con respecto a la libertad de expresión esta Corte ha declarado en forma reiterada el lugar 
eminente que dicha libertad tiene en un régimen republicano. En este sentido ha dicho desde antiguo 
que "...entre las libertades que la Constitución Nacional consagra, la de prensa es una de las que 
posee mayor entidad, al extremo de que sin su debido resguardo existiría tan sólo una democracia 
desmedrada o puramente nominal..." (Fallos: 248:291). También manifestó que “el especial 
reconocimiento constitucional de que goza el derecho de buscar, dar, recibir y difundir información e 
ideas de toda índole, no elimina la responsabilidad ante la justicia por los delitos y daños cometidos en 
su ejercicio” (Fallos: 308:789; 310:508; 321:667 y 3170). 
Que el derecho a la honra, por su parte, se refiere a la participación que tiene el individuo dentro de la 
comunidad amparando a la persona frente a expresiones o mensajes que lo hagan desmerecedor en 
la consideración ajena al ir en su descrédito. 
Que en este aspecto, tal como se manifestó ut supra el daño alegado por los actores tuvo origen en la 
afirmación efectuada por el periodista Majul con relación a la causa del fallecimiento de Leopoldo 
Jorge Melo. Según las manifestaciones vertidas en el escrito de demanda esta afirmación les provoca 



 
 

 
 
 

un perjuicio en el ámbito de sus relaciones privadas y de su vida social y que la idea de la supresión 
de la vida por propia voluntad, ante las creencias religiosas de la familia, presentaba una carga 
emocional negativa, todo lo cual les provocaba un daño moral. 
11) Que una vez delimitados los derechos que se encuentran en juego en la presente causa debe 
analizarse la responsabilidad del demandado a la luz de los estándares constitucionales fijados por 
este Tribunal —doctrinas Campillay y de la real malicia— para los supuestos en los que se alega una 
afectación al derecho al honor. 
Que el primero de esos criterios constitucionales es la doctrina “Campillay” (Fallos: 308:789). Que por 
ello, cabe examinar, en primer lugar, si se encuentran cumplidos los recaudos del estándar fijado en 
dicha doctrina. En el caso de no hallarse cumplidos tales recaudos, deberá examinarse si se hallan 
reunidos los presupuestos que ha exigido este Tribunal para la aplicación de la doctrina de la real 
malicia.  
12) Que cabe recordar que en el precedente de Fallos: 308:789, este Tribunal sostuvo que “cuando un 
órgano periodístico difunde una información que podría tener entidad difamatoria para un tercero, no 
ha de responder por ella en los supuestos en que omita revelar la identidad de los presuntamente 
implicados, o utilice un tiempo de verbo potencial o, por fin, propale la información atribuyendo 
directamente su contenido a la fuente pertinente”. Así lo hizo, en el entendimiento de que tales 
exigencias constituyen requisitos propios de un enfoque adecuado a la seriedad que debe privar en la 
misión de difundir noticias que puedan rozar la reputación de las personas (conf. causa “Perini” Fallos: 
326:4285). 
Que con relación a la fuente, esta Corte afirmó que “cuando se adopta esta modalidad se transparenta 
el origen de las informaciones y se permite a los lectores relacionarlas no con el medio a través del 
cual las han recibido, sino con la específica causa que las ha generado” (conf. causas “Granada” 
Fallos: 316:2394; “Acuña” Fallos: 319:2965; “Burlando” Fallos: 326:145 y “Perini” Fallos: 326:4285). 
Esa modalidad, que comporta un estándar de protección a los medios de difusión (Fallos: 326:145), 
permite que los afectados por la información resulten beneficiados, en la medida en que sus 
eventuales reclamos —si a ellos se creyeran con derecho— podrán ser dirigidos contra aquéllos de 
quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión” 
(conf. causas “Granada” Fallos: 316:2394, “Triacca” Fallos: 316:2416; “Ramos” Fallos: 319:3428; y 
“González, Adriana” Fallos: 327:3560). La información debe atribuirse a una fuente identificable y debe 
tratarse de una transcripción sustancialmente fiel o idéntica de lo manifestado por ella (conf. causa 
“Triacca” Fallos: 316:2416; “Espinosa” Fallos: 317:1448, “Acuña” Fallos: 319:2965 y “Menem” Fallos: 
321:2848). 
Que respecto de la utilización del modo potencial, su verdadera finalidad —señaló este Tribunal— 
“radica en otorgar la protección a quien se ha referido sólo a lo que puede ser, o no, descartando toda 
aseveración, o sea la acción de afirmar y dar por cierta alguna cosa, de manera que esa pauta no 
consiste solamente en la utilización de un determinado modo verbal —como el potencial— sino en el 
examen del sentido completo del discurso, que debe ser conjetural y no asertivo” (Fallos: 326:145 
y 4285). 
Que en lo que hace a la identidad, esta Corte ha dicho que cuando ella es omitida, se halla ausente la 
afectación a la reputación (Fallos: 316:2394). 
13) Que, como fácilmente puede advertirse, al publicar la información referente al fallecimiento de 
Leopoldo Jorge Melo, el demandado no cumplió con ninguno de los tres supuestos de la doctrina 
“Campillay”. En efecto, aquél permitió identificar claramente a Leopoldo Jorge Melo, más allá de que 
haya aludido literalmente a “Posse Melo”; no utilizó el modo potencial; y omitió citar la fuente 
pertinente. Con relación a esta última, si el demandado quería preservar su confidencialidad y no 
incurrir en responsabilidad por la publicación de una noticia que podría resultar falsa o inexacta, debió 
cumplir con alguno de los otros dos supuestos de la referida doctrina. 
14) Que una vez determinado el incumplimiento de la doctrina “Campillay”, corresponde, por tanto, 
determinar si resulta aplicable la doctrina de la real malicia. 
Que en el leading case “Patitó” (Fallos: 331:1530) esta Corte sostuvo que “tratándose de 
informaciones referidas a funcionarios públicos, figuras públicas o particulares que hubieran 
intervenido en cuestiones de esa índole, cuando la noticia tuviera expresiones falsas o inexactas, los 
que se consideran afectados deben demostrar que quien emitió la expresión o imputación conocía la 
falsedad de la noticia y obró con conocimiento de que eran falsas o con notoria despreocupación por 
su veracidad (doctrina de Fallos: 320:1272; 327:943). 
Que estos principios son consistentes con el diseño de un estado de derecho constitucionalmente 
reglado. La investigación periodística sobre los asuntos públicos desempeña un rol importante en la 
transparencia que exige un sistema republicano. El excesivo rigor y la intolerancia del error llevarían a 
la autocensura lo que privaría a la ciudadanía de información imprescindible para tomar decisiones 
sobre sus representantes. 
Que así lo ha señalado esta Corte al afirmar que “no se trata de la verdad absoluta, sino de buscar 
leal y honradamente lo verdadero, lo cierto, lo más imparcialmente posible y de buena fe" (caso 
“Vago”, Fallos: 314:1517).  
Que estas afirmaciones forman parte del acervo común de los jueces de importantes tribunales que 
han adoptado una línea de interpretación amplia, admitiendo incluso el error sobre los hechos. En este 
sentido, la Corte Suprema de Estados Unidos consideró que "Las afirmaciones erróneas son  
inevitables en un debate libre, y éste debe ser protegido si la libertad de expresión ha de tener el 
espacio que ella necesita para sobrevivir" (New York Times v. Sullivan, 373 U.S. 254, 271). 



 
 

 
 
 

Que por su parte, el Tribunal Constitucional español sostuvo, en su sentencia 6/1988, que “...Las 
afirmaciones erróneas son inevitables en un debate libre, de tal forma que de imponerse ‘la verdad 
como condición para el reconocimiento del derecho [de expresarse libremente]’, la única garantía de la 
seguridad jurídica sería el silencio..." (Jurisprudencia Constitucional, tomo XX, pág. 57). En forma 
parecida se ha expresado el Tribunal Constitucional alemán en el caso “Boll” en el que sostuvo que 
“un énfasis excesivo en la obligación de probar la verdad y las graves sanciones que son su 
consecuencia, podrían llevar a una restricción y a una inhibición de los medios; éstos ya no podrían 
cumplir con sus tareas, especialmente aquellas que consisten en el control público, si se los sometiera 
a un riesgo [de sanción] desproporcionado” (BVerfGE 54, 208, transcripto por Martín Kriele en “ESJ 
Grundrechte”, Munich 1986, pág. 425) (voto de la mayoría, considerando 8º y voto de la jueza Highton 
de Nolasco, considerando 9º). 
15) Que tal como se estableció en el precedente “Patitó” citado anteriormente "el principio de real 
malicia, a diferencia del test de veracidad, no opera en función de la verdad o falsedad objetiva de las 
expresiones, pues entra en acción cuando ya está aceptado que se trata de manifestaciones cuya 
verdad no ha podido ser acreditada, son erróneas o incluso falsas. Lo que es materia de discusión y 
prueba, si de real malicia se trata, es el conocimiento que el periodista o medio periodístico tuvo (o 
debió tener) de esa falsedad o posible falsedad. Esta es la primera e importante diferencia. La 
segunda y no menos importante particularidad radica en que el específico contenido del factor 
subjetivo al que alude el concepto de real malicia —conocimiento de la falsedad o indiferencia 
negligente sobre la posible falsedad— no cabe darlo por cierto mediante una presunción, sino que 
debe ser materia de prueba por parte de quien entable la demanda contra el periodista o medio 
periodístico”. 
Que en ese sentido, se expresó que aun cuando esta última aseveración “puede implicar una 
alteración del principio general en otros sistemas jurídicos, en el contexto del derecho argentino y, en 
particular, de la legislación aplicable por los tribunales nacionales (art. 377 del Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación), se trata precisamente de seguir lo que es norma, esto es que la carga de 
probar un hecho recae sobre quien lo alega. En el régimen jurídico de responsabilidad civil no se 
discute que cada parte debe probar los presupuestos de su pretensión y que, por lo tanto, es el actor 
quien debe demostrar la existencia del factor de atribución. La sola evidencia del daño no hace 
presumir la existencia del elemento subjetivo en la responsabilidad profesional del periodista o del 
periódico” (voto de la mayoría, considerando 8º). 
16) Que, en esa línea, debe examinarse, en primer lugar, el agravio del demandado concerniente a 
que Leopoldo Jorge Melo era una figura pública o, en todo caso, un particular involucrado en una 
cuestión pública, con miras a que se aplique la doctrina de la real malicia. 
17) Que con relación a este aspecto, cabe señalar que asiste razón al demandado en cuanto sostiene 
que la información publicada sobre su fallecimiento tuvo relación con la investigación acerca de la 
creación, fundación y crecimiento del diario Ámbito Financiero como un medio gráfico de 
comunicación social de reconocida circulación, tiraje y alcance nacional. Que esta circunstancia basta 
para concluir que lo informado por el periodista en su libro presenta un interés público o general y que 
el relato de la forma en que falleciera Leopoldo Jorge Melo resulta conducente para describir la forma 
cómo se habría originado uno de los diarios de mayor difusión nacional. 
Que en efecto, la parte demandada puso de relieve que el libro “trató sobre la historia y las 
particularidades de cuatro empresarios que acumularon un patrimonio importante en los últimos años. 
Así, describió el nacimiento y crecimiento de las empresas y grupos pertenecientes a Julio Ramos” y 
otros tres empresarios. Añadió que el objetivo consistía en “poner en conocimiento del público las 
características personales relevantes de estos empresarios, sus orígenes y la forma en que lograron 
desarrollar sus empresas hasta alcanzar una considerable fortuna”. Y puntualizó que los cuatro 
empresarios “elegidos por Majul para este libro son de interés público, en virtud de la importancia y 
trascendencia de sus emprendimientos empresariales.  
Sin embargo, la historia del desarrollo económico de Julio Ramos reviste particular interés público, por 
la naturaleza de su actividad empresarial. En efecto, su crecimiento económico y empresarial se llevó 
a cabo a través de la creación y el desarrollo del diario Ámbito Financiero, de público y notorio 
conocimiento”. Y agregó que “existe un evidente interés público en conocer la vida y las relaciones de 
personas como Ramos, que día a día influyen en la ciudadanía a través de un medio de 
comunicación” (ver su contestación de demanda, en especial fs. 33 vta. y 39 vta. del expediente 
principal).  
Que por otro lado, el periodista Marcelo Claudio Dimango, quien colaboró con el demandado en el 
libro aquí involucrado, afirmó que el objeto de dicho libro era investigar periodísticamente a cuatro 
personas que se caracterizaban “por su importancia empresaria, por haber construido sus empresas 
por su esfuerzo personal […] Se trata de personajes que en los EE.UU.  serían caracterizados como 
‘self-made men’. Además debían tener una historia interesante de contar […] por sus hechos. Con la 
vida de cada uno de ellos se podría haber hecho una película, por tratarse de vidas muy importantes, 
muy ricas…” (véase su declaración testimonial de fs. 203/206 vta., en especial fs. 204). 
Que en el contexto en el que se relató el supuesto suicidio de Leopoldo Posse Melo no cabe duda 
alguna de que dicha información resultaba necesaria para describir una situación de marcado interés 
público en tanto se trataba de demostrar la forma cómo se produjo la creación y fundación del diario 
Ámbito Financiero. En efecto, la mención que se hace de él consistió en explicar su rol como socio 
fundador del diario, la forma en que vendió sus acciones a J. Ramos y las consecuencias que dicha 
decisión podrían haber generado en su estado emocional. Cabe señalar, que del relato de algunos 



 
 

 
 
 

testigos surge la preocupación de los compañeros de trabajo de Melo para que no “lo castigaran las 
autoridades del diario porque traía mucho olor a alcohol…” (fs. 175). 
Que asimismo, el relato efectuado por el periodista Majul en su libro busca enfatizar todas aquellas 
circunstancias que —a su criterio— resultan necesarias para describir la personalidad de Julio Ramos. 
Cabe recordar, que el objeto del libro era investigar y describir a los más prominentes empresarios 
argentinos. A tal fin se narró el nacimiento de sus fortunas así como todo hecho que fuera de interés 
vinculado a la personalidad y a la vida económica y empresarial que desarrollaron. En este contexto la 
relación de Ramos con su ex socio Posse Melo resultaba de marcado interés a la investigación.  
Que una vez determinado que en autos se está en presencia de un particular involucrado en un tema 
de interés público corresponde establecer si la doctrina de la real malicia es aplicable, o no, cuando la 
información falsa o inexacta aparece publicada en un libro. 
18) Que, al respecto, cabe señalar que la interpretación realizada por la cámara no condice con la 
amplitud de la doctrina y jurisprudencia extranjera receptada por este Tribunal que, al aludir a la “real 
malicia” establece como recaudo para su aplicación la existencia de datos no veraces propalados por 
la prensa escrita, oral o televisiva, sin establecer salvedad alguna (Masson v. New Yorker Magazine, 
501 U.S. 496 y Wolston v. Reader´s Digest Association, 443 U.S. 157). 
Que en este sentido, la citada doctrina ha sido aplicada por el Tribunal en la causa “Morales Solá” 
(Fallos: 319:2741), en la que se habían impugnado diversas afirmaciones contenidas en el libro 
titulado “Asalto a la Ilusión”. Que no es el factor “tiempo” con que cuenta el periodista al publicar un 
libro la premisa a considerar para determinar si se aplica la doctrina de la real malicia, sino si quien 
difundió la información conoció la falsedad de ésta al momento de publicarla o si obró con notorio 
desinterés acerca de si lo que publicaba era veraz o no. 
19) Que cabe concluir, que el a quo ha soslayado el examen constitucional que el caso exigía y que 
fue invocado por el autor del libro durante todo el pleito con el objeto de demostrar que la afirmación 
errónea publicada merecía inmunidad de conformidad con los términos de la doctrina de la real 
malicia. En consecuencia, la sentencia dictada por la cámara ha tomado una decisión sin atender a las 
pautas que esta Corte ha determinado al interpretar la libertad de expresión y prensa establecida en el 
art. 14 de la Constitución Nacional. Es en esa medida que el caso deber ser nuevamente fallado con 
pleno cumplimiento de los lineamientos trazados precedentemente. 
Por ello, oído el señor Procurador General de la Nación, se hace lugar a la queja, se declara admisible 
el recurso extraordinario y se revoca la sentencia apelada con los alcances indicados. Con costas. 
Devuélvase el depósito obrante a fs. 1. Notifíquese y, oportunamente, remítase. ELENA I. HIGHTON 
de NOLASCO. 
 
DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LUIS LORENZETTI Y DE LOS 
SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON JUAN CARLOS MAQUEDA Y DON E. RAÚL ZAFFARONI 
Considerando: 
Que los infrascriptos coinciden con los considerandos 1º a 10 del voto de la mayoría, a los que cabe 
remitir por razón de brevedad. 
11) Que cabe recordar que en el precedente “Campillay” (Fallos: 308:789), este Tribunal sostuvo que 
“cuando un órgano periodístico difunde una información que podría tener entidad difamatoria para un 
tercero, no ha de responder por ella en los supuestos en que omita revelar la identidad de los 
presuntamente implicados, o utilice un tiempo de verbo potencial o, por fin, propale la información 
atribuyendo directamente su contenido a la fuente pertinente”. 
Que con relación a la fuente, esta Corte afirmó que “cuando se adopta esta modalidad se transparenta 
el origen de las informaciones y se permite a los lectores relacionarlas no con el medio a través del 
cual las han recibido, sino con la específica causa que las ha generado” (conf. causas “Granada” 
Fallos: 316:2394, “Acuña” Fallos: 319:2965, y “Burlando” Fallos: 326:145). Esa modalidad, que 
comporta un estándar de protección a los medios de difusión (Fallos: 326:145), permite que los 
afectados por la información resulten beneficiados, en la medida en que sus eventuales reclamos —si 
a ellos se creyeran con derecho— podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes las noticias 
realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión” (conf. causas “Triacca” 
Fallos: 316:2394 y 2416, “Ramos” Fallos: 319:3428 y “González, Adriana” Fallos: 327:3560). La 
información debe atribuirse a una fuente identificable y debe tratarse de una transcripción 
sustancialmente fiel o idéntica de lo manifestado por ella (conf. causas “Triacca” Fallos: 316:2416; 
“Espinosa” Fallos: 317:1448, “Ramos” Fallos: 319:2965 y “Menem” Fallos: 321:2848). 
Que respecto de la utilización del modo potencial, su verdadera finalidad —señaló este Tribunal— 
radica en otorgar la protección a quien se ha referido sólo a lo que puede ser, o no, descartando toda 
aseveración, o sea la acción de afirmar y dar por cierta alguna cosa, de manera que esa pauta no 
consiste solamente en la utilización de un determinado modo verbal —como el potencial— sino en el 
examen del sentido completo del discurso, que debe ser conjetural y no asertivo (Fallos: 326:145). 
Que en lo que hace a la identidad, esta Corte ha dicho que cuando ella es omitida, se halla ausente la 
afectación a la reputación (Fallos: 316:2394). 
12) Que, como fácilmente puede advertirse, al publicar la información referente al fallecimiento de 
Leopoldo Jorge Melo, el demandado no cumplió con ninguno de los tres supuestos de la doctrina 
“Campillay”. En efecto, aquél permitió identificar claramente a Leopoldo Jorge Melo, más allá de que 
haya aludido literalmente a “Posse Melo”; no utilizó el modo potencial; y omitió citar la fuente 
pertinente. Con relación a esta última, si el demandado quería preservar su confidencialidad y no 



 
 

 
 
 

incurrir en responsabilidad por la publicación de una noticia que podría resultar falsa o inexacta, debió 
cumplir con alguno de los otros dos supuestos de la referida doctrina. 
13) Que una vez determinado que la información involucrada no encuentra amparo en las pautas 
establecidas en el precedente “Campillay”, debe examinarse, como se señaló en el considerando 10, 
si resulta aplicable la doctrina de la real malicia reconocida por este Tribunal (conf. Fallos: 331:1530). 
Que dicho estándar sostiene que tratándose de informaciones referidas a funcionarios públicos, 
figuras públicas o particulares involucrados en cuestiones de esa índole, cuando la noticia tuviera 
expresiones falsas e inexactas, los que se consideran afectados deben demostrar que quien emitió la 
expresión o imputación conocía la falsedad y obró con conocimiento de que eran falsas o con 
imprudente y notoria despreocupación sobre si eran o no falsas (conf. Fallos: 320:1272; 327:943). 
14) Que, habida cuenta de que los agravios vinculados con el carácter de figura pública de Leopoldo 
Jorge Melo sólo ponen de manifiesto meras discrepancias con lo resuelto por los jueces de la causa, a 
los efectos de examinar la aplicación de la doctrina de la real malicia, y dado el marcado carácter de 
interés público que el recurrente pretende atribuir a la información publicada, corresponde analizar si 
se está ante el caso de un particular involucrado en asuntos de interés público. 
Que a tal efecto, cabe señalar que el demandado se limitó a sostener que la información publicada 
sobre su fallecimiento tuvo relación con la investigación acerca de la creación, fundación y crecimiento 
del diario Ámbito Financiero como un medio gráfico de comunicación social de reconocida circulación, 
tiraje y alcance nacional. 
Que empero, aun cuando se admitiera que ese contexto presentaba un interés público o general, no 
se advierte cuál es la conexión que el supuesto suicidio de Leopoldo Jorge Melo pudo tener con dicho 
contexto. En efecto, la parte demandada puso de relieve que el libro “trató sobre la historia y las 
particularidades de cuatro empresarios que acumularon un patrimonio importante en los últimos años. 
Así, describió el nacimiento y crecimiento de las empresas y grupos pertenecientes a Julio Ramos” y 
otros tres empresarios. Añadió que el objetivo consistía en “poner en conocimiento del público las 
características personales relevantes de estos empresarios, sus orígenes y la forma en que lograron 
desarrollar sus empresas hasta alcanzar una considerable fortuna”. Y puntualizó que los cuatro 
empresarios “elegidos por Majul para este libro son de interés público, en virtud de la importancia y 
trascendencia de sus emprendimientos empresariales. Sin embargo, la historia del desarrollo 
económico de Julio Ramos reviste particular interés público, por la naturaleza de su actividad 
empresarial. En efecto, su crecimiento económico y empresarial se llevo a cabo a través de la 
creación y el desarrollo del diario Ámbito Financiero, de público y notorio conocimiento”. Y agregó que 
“existe un evidente interés público en conocer la vida y las relaciones de personas como Ramos, que 
día a día influyen en la ciudadanía a través de un medio de comunicación” (ver su contestación de 
demanda, en especial fs. 33 vta. y 39 vta. del expediente principal). 
Que por otro lado, el periodista Marcelo Claudio Dimango, quien colaboró con el demandado en el 
libro aquí involucrado, afirmó que el objeto de dicho libro era investigar periodísticamente a cuatro 
personas que “se caracterizaban por su importancia empresaria, por haber construido sus empresas 
por su esfuerzo personal […] Se trata de personajes que en los EE.UU. serían caracterizados como 
‘self-made men’. Además debían tener una historia interesante que contar […] por sus hechos. Con la 
vida de cada uno de ellos se podría haber hecho una película, por tratarse de vidas muy importantes, 
muy ricas…” (véase su declaración testimonial de fs. 203/206 vta., en especial fs. 204). 
Que resulta difícil comprender, pues, cuál es la relevancia pública o el interés general que puede 
presentar el supuesto suicidio de Leopoldo Jorge Melo en la creación y fundación del diario Ámbito 
Financiero entendido como una de las “empresas y grupos pertenecientes a Julio Ramos”, más allá de 
que aquél haya sido uno de los socios fundadores del referido diario y que haya vendido su parte 
accionaria a Ramos, hecho que, por lo demás, ocurrió aproximadamente 10 años antes de su 
fallecimiento y 15 antes de la publicación del libro del que surge la falsa información. 
Que las razones expuestas llevan a concluir en que la doctrina de la real malicia es inaplicable. 
Que habida cuenta de tal conclusión, no resulta necesario determinar si dicha doctrina es aplicable, o 
no, cuando la información falsa o inexacta aparece publicada en un libro.  
Que sin perjuicio de lo señalado, no cabe soslayar que este Tribunal y la Corte Suprema de los 
Estados Unidos cuentan con precedentes en los que se ha aplicado la doctrina de la real malicia 
cuando la información falsa o inexacta ha sido publicada en un libro (ver causa “Morales Solá”, Fallos: 
319:2741, y caso “Wolston v. Reader’s Digest Association”, 443 U.S. 157). 
15) Que la circunstancia de que la publicación de la información falsa aquí involucrada no se 
encuentre amparada en las doctrinas constitucionales examinadas —“Campillay” y real malicia— no 
determina que la condena al órgano de prensa sea inevitable, por lo que corresponde examinar si se 
configuran los presupuestos generales de la responsabilidad civil, es decir, sus reglas comunes, 
según las cuales basta la simple culpa del agente para comprometerlo por los daños ocasionados a 
los actores. 
Que en ese sentido, cabe retener que este Tribunal ha considerado que la “persona privada” o el 
“ciudadano privado” goza de una protección más amplia que la que corresponde a un funcionario 
público. Concretamente, dijo el Tribunal: “[E]n efecto, mientras que para obtener la reparación 
pecuniaria por las publicaciones concernientes al ejercicio de su ministerio, los funcionarios públicos 
deben probar que la información fue efectuada a sabiendas de su falsedad o con total 
despreocupación acerca de tal circunstancia ("New York Times vs. Sullivan" 376 U.S. 254 del año 
1964; "Herbert vs. Lando" 441 U.S. 150, 172, 176-1979); en cambio basta la ‘negligencia precipitada’ 
o ‘simple culpa’ en la propagación de una noticia de carácter difamatorio de un particular para generar 



 
 

 
 
 

la condigna responsabilidad de los medios de comunicación pertinentes” (conf. causas “Costa” Fallos: 
310:508, “Ramos” Fallos: 319:3428 y “Menem, Amado Calixto” Fallos: 326: 2491). Y aclaró que “la 
razón de tal distinción radica en que las personas privadas son más vulnerables que los funcionarios 
públicos puesto que éstos tienen un mayor acceso a los medios periodísticos para replicar las falsas 
imputaciones y porque los particulares necesitan una amplia tutela contra los ataques a su reputación, 
mientras que los funcionarios públicos se han expuesto voluntariamente a un mayor riesgo de sufrir 
perjuicio por noticias difamatorias” (Fallos: 310:508). 
Que en suma, en el sub lite se examinan los efectos que sobre la vida privada y los sentimientos de 
los actores tuvo la falsa noticia acerca del fallecimiento de Leopoldo Jorge Melo, noticia claramente 
desvinculada de un asunto de interés público o general, para cuya reparación es suficiente la prueba 
de que el periodista demandado ha obrado con “simple culpa”, lo cual, según puede apreciarse, ha 
quedado demostrado, sin que el recurrente haya logrado refutar los sólidos fundamentos 
desarrollados por la cámara en este punto. 
Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador General de la Nación, con el alcance indicado en 
el considerando 7º, se hace lugar a la queja, se declara formalmente admisible el recurso 
extraordinario y se confirma la sentencia apelada. Con costas. Devuélvase el depósito obrante a fs. 1. 
Notifíquese y, oportunamente, remítase. RICARDO LUIS LORENZETTI - JUAN CARLOS MAQUEDA - 
E. RAÚL ZAFFARONI. 


